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junio. Bastaba, por tanto, que los inmuebles estuviesen así clasificados por el correspondiente instrumento
urbanístico para que automáticamente quedasen adscritos a los bienes de naturaleza urbana.

En los municipios con plan general, era éste el que determinaba la ubicación del suelo urbano, el
urbanizable programado y no programado y el no urbanizable. Dicho plan regulaba pormenorizadamente
el suelo urbano, pero no así el urbanizable programado, que exigía un plan parcial previo, que efectuase
aquella concreción. La programación ulterior del suelo que inicialmente se calificaba por el Plan General como
urbanizable no programado se canalizaba mediante los Programas de Actuación Urbanística. Hasta que no
se llevase a cabo un programa de esta clase, el suelo urbanizable no programado conservaba las mismas
limitaciones que el suelo no urbanizable (art. 18.1 del TRLS).

La siguiente normativa urbanística vino constituida por la Ley 6/1998, de 13 de abril sobre régimen del
suelo y valoraciones.

El artículo 8 recogía una noción de suelo urbano, señalando "que tendrán tal condición de suelo urbano,
a los efectos de dicha ley : a) El suelo ya transformado por contar, como mínimo, con acceso rodado,
abastecimiento de aguas, evacuación de aguas y suministro de energía eléctrica o por estar consolidados por
la edificación en la forma y con las características establecidas por la legislación urbanística; b) Los terrenos
que en ejecución del planeamiento hayan sido urbanizados de acuerdo con el mismo".

Por otra parte, diferenciaba dos tipos de suelo urbanizable; aquél cuyos ámbitos se encontraban
delimitados por el planeamiento general o se hubieran establecido las condiciones para su desarrollo (art.
16.1), y aquél otro que no se encontrara en esta situación.

La definición del suelo urbano sirvió como base para lo establecido en el art. 7.2 del TRLCI, en su
redacción original,,al indicarse en él que se entendía por suelo de naturaleza urbana el clasificado por el
planeamiento urbanístico como urbano; los terrenos que tuviesen la consideración de urbanizables según el
planeamiento y estuviesen incluidos en sectores, así como el resto del suelo clasificado como urbanizable
a partir del momento de aprobación del instrumento urbanístico que lo desarrollase, y el que reuniese
las características contenidas en el art. 8 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y
Valoraciones , teniendo la misma consideración aquellos suelos en los que pudiesen ejercerse facultades
urbanísticas equivalentes a los anteriores según la legislación autonómica, concluyendo que se exceptuaba
de la consideración de suelo de naturaleza urbana el que integrase los bienes inmuebles de características
especiales.

III La Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo.

Sin embargo, en el Proyecto de Ley del Suelo, aprobado por el Consejo de Ministros celebrado el 14
de Julio de 2006, se suprimió la definición de suelo urbano recogida en el citado art. 8 de la Ley 6/1998 , a
la que expresamente deroga, prescindiéndose en dicho Proyecto de tal noción, al indicarse en su art. 12 que
todo el suelo se encuentra, a los efectos de dicha nueva ley, en una de las situaciones de suelo rural o de
suelo urbanizado.

Este proyecto de Ley dio lugar a la Ley 8/2007, de 28 de mayo, del Suelo, que deroga la Ley 6/1998
de 13 de abril ( en la actualidad hay que estar a su Texto Refundido aprobado por Real Decreto 2/2008, de
20 de junio).

La nueva Ley, de un lado, eliminó la anterior distinción de tres clases de suelo, urbano, urbanizable y
no urbanizable existentes, reduciendo la tipología de suelo a dos , el que está en situación de urbanizado y
el que está en situación de rural; y de otro lado, modifica el método para valorar el suelo en función de esa
situación física del terreno, con lo que se elimina la consideración de las expectativas que se deriven de los
procesos urbanísticos que estén o puedan estar en curso.

Pese a su denominación, no se trata de una ley urbanística, sino, como señala su artículo 1, de una ley
encaminada a regular las condiciones básicas que garantizan la igualdad en el ejercicio de los derechos y el
cumplimiento de los deberes constitucionales relacionados con el suelo.

De esta forma su art. 12 regula las situaciones básicas del suelo señalando lo siguiente:

" 1. Todo suelo se encuentra, a los efectos de esta Ley en una de las situaciones básicas de suelo
rural o de suelo urbanizado.

2. Está en la situación de suelo rural.
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a) En todo caso, el suelo preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación
mediante la urbanización, que deberá incluir como mínimo los terrenos excluidos de dicha transformación por
la legislación de protección o policía del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio cultural, los que
deban quedar sujetos a tal protección conforme a la ordenación territorial y urbanística por los valores en ellos
concurrentes, incluso los ecológicos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así como aquellos con
riesgos naturales o tecnológicos, incluidos los de inundación o de otros accidentes graves, y cuantos otros
prevean la legislación de ordenación territorial o urbanística.

b) El suelo para el que los instrumentos de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su
paso a la situación de suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente actuación de urbanización, y
cualquier otro que no reúna los requisitos a que se refiere el apartado siguiente.

3. Se encuentra en la situación de suelo urbanizado el integrado de forma legal y efectiva en la red de
dotaciones y servicios propios de los núcleos de población. Se entenderá que así ocurre cuando las parcelas,
estén o no edificadas, cuenten con las dotaciones y los servicios requeridos por la legislación urbanística o
puedan llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión de las parcelas a las instalaciones ya
en funcionamiento.

Al establecer las dotaciones y los servicios a que se refiere el párrafo anterior, la legislación urbanística
podrá considerar las peculiaridades de los núcleos tradicionales legalmente asentados en el medio rural".

El apartado tercero, a su vez, fue modificado por la disposición adicional final 12.7 de la Ley 8/2013, de
26 de Junio, que además añade el apartado 4º, de la siguiente forma:

" Se encuentra en la situación de suelo urbanizado el que, estando legalmente integrado en una malla
urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas propia del núcleo o asentamiento de población
del que forme parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones:

a) Haber sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación

b) Tener instaladas y operativas, conforme a lo establecido en la legislación urbanística aplicable, las
infraestructuras y los servicios necesarios, mediante su conexión en red, para satisfacer la demanda de los
usos y edificaciones existentes o previstos por la ordenación urbanística o poder llegar a contar con ellos sin
otras obras que las de conexión con las instalaciones preexistentes. El hecho de que el suelo sea colindante
con carreteras de circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comportará por si mismo, su
consideración como suelo urbanizado.

c) Estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios actos para ella que determine
la legislación de ordenación territorial o urbanística, según la ordenación propuesta por el instrumento de
planificación correspondiente.

4. También se encuentra en la situación de suelo urbanizado, el incluido en los núcleos rurales
tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de ordenación territorial y
urbanística les atribuya la condición de suelo urbano o asimilada y cuando, de conformidad con ella, cuenten
con las dotaciones, infraestructuras y servicios requeridos al efecto."

IV Modificación del artículo 7.2 del TRLCI por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre

El TRLCI establece las clases de suelo a efectos catastrales y distingue tres clases de bienes inmuebles,
urbanos, rústicos y de características especiales.

El artículo 7 considera, en su apartado 1, que el carácter urbano o rústico del inmueble dependerá de la
naturaleza del suelo, precisando, en su apartado 2, lo que ha de entenderse por suelo de naturaleza urbana.

La Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de medidas para la prevención del fraude fiscal, dio nueva
redacción al apartado 2 del artículo 7 del TRLCI , así como a la disposición segunda de la Ley 6/1998, de
13 de abril , estableciendo que:

" Se entiende por suelo de naturaleza urbana.

a) El clasificado o definido por el planeamiento como urbano, urbanizado o equivalente.

b) Los terrenos que tengan la consideración de urbanizables o aquellos para los que los instrumentos
de ordenación territorial y urbanística prevean o permitan su paso a la situación de suelo urbanizado, siempre
que estén incluidos en sectores o ámbitos espaciales delimitados, así como los demás suelos de este tipo
























